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L
a Sala Laboral del Tribunal 
Superior de Justicia (TSJ) de 
Córdoba, integrada por Luis 

Angulo, Luis Rubio y Domingo Se-
sin, admitió el recurso de casa-
ción interpuesto por dos code-
mandados, anuló el pronuncia-
miento en cuanto les había atri-
buido responsabilidad personal, 
ilimitada y solidaria y dejó sin 
efecto la extensión de la condena 
dispuesta contra ellos, al conside-
rar que las irregularidades en la 
registración laboral comprobadas 
no bastaban para aplicar la inopo-
nibilidad de la personalidad jurí-
dica ni el régimen de responsabi-
lidad de socios y administradores 
previsto en la Ley General de So-
ciedades (LGS). Las costas fueron 
impuestas por el orden causado.  

La controversia se originó en la 
demanda promovida por F. N. S. 
contra Gafran SRL y V. y A. La sen-
tencia de grado había condenado 
solidariamente a los codemanda-
dos al pago de distintos créditos 

derivados de la relación laboral y 
posteriormente incorporó el in-
cremento indemnizatorio del 
DNU 34/2019.  

V. y A. cuestionaron la extensión 
de responsabilidad porque, según 
sostuvieron, se sustentó en argu-
mentos dogmáticos y precedentes 
sin adecuada correspondencia 
con las circunstancias comproba-
das. Alegaron que se había aplica-
do de manera extensiva la doctri-
na de la inoponibilidad de la per-
sonalidad jurídica, pese al criterio 
restrictivo establecido por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN), y que no se acreditaron el 
uso abusivo de la sociedad, fraude, 
desvío del objeto social ni un per-
juicio concreto que permitiera 
prescindir de la personalidad dife-
renciada del ente.  

La juzgadora había considerado 
que V. y A. actuaban como emple-
adores directos porque impartían 
órdenes y efectuaban pagos. Tam-
bién tuvo por demostradas una 

defectuosa inscripción de la cate-
goría convencional, la subdeclara-
ción de la jornada ante AFIP y la 
falta de adecuada remuneración 
de horas extraordinarias.  

A partir de ello entendió confi-
gurada una utilización fraudulenta 
de la sociedad y aplicó los arts. 54, 
59 y 157 LGS, considerando que el 
comportamiento excedía un mero 
incumplimiento laboral y contra-
riaba el estándar del “buen hom-
bre de negocios”.  

 
Razonamiento 
El TSJ entendió que ese razona-
miento no podía mantenerse. Re-
cordó la doctrina de la CSJN según 
la cual la personalidad diferencia-
da de la sociedad y sus administra-
dores constituye un eje del régi-
men societario y la atribución de 
responsabilidad personal a socios 
y administradores procede de ma-
nera excepcional. Citó, entre otros, 
los precedentes “Carballo”, “Palo-
meque” y “Collantes”, criterio que 
la propia Sala había seguido reite-
radamente.  

Bajo esas pautas, el fallo conclu-
yó que los incumplimientos labo-
rales acreditados no configuraban 
por sí solos los supuestos excep-
cionales previstos por la legisla-
ción societaria. No podía inferirse 
de ellos una conducta desleal o 
contraria a la diligencia exigible al 
administrador. En particular, des-
tacó que no se comprobaron ma-
niobras destinadas a eludir la ley 
laboral, insuficiencia patrimonial 
de Gafran SRL por infracapitaliza-
ción o vaciamiento, ni utilización 
de la sociedad con fines ajenos a su 
objeto social.  

Además, señaló que la deficiente 
registración laboral ya había sido 
sancionada mediante las conse-
cuencias indemnizatorias estable-
cidas por la normativa específica, 
circunstancia que debía ponderar-
se antes de recurrir excepcional-
mente al régimen societario para 
responsabilizar personalmente a 
los administradores.  

También observó que los prece-
dentes del TSJ invocados por la 
sentencia recurrida no presenta-
ban estricta identidad fáctica con 
este litigio.  

Por esas razones, la sala conside-
ró configurado un defecto que in-
validaba parcialmente el pronun-
ciamiento y, al ingresar al fondo de 
la cuestión, dejó sin efecto la ex-
tensión de la condena contra V. y 
A., manteniendo así la diferencia-
ción entre la responsabilidad de 
Gafran SRL y la de quienes la admi-
nistraban ante la ausencia de los 
presupuestos excepcionales re-
queridos por la LGS. 

DECISIÓN. La responsabilidad personal de quienes administran una sociedad  
procede de manera excepcional y requiere presupuestos específicos.

El Juzgado Civil, Comercial, Mi-
nería y Sucesiones N° 1 de Cipo-
lletti (Río Negro), a cargo del juez 
Diego De Vergilio, hizo lugar a 
una acción de amparo contra el 
Instituto Provincial del Seguro de 
Salud (Ipross), declaró parcial-
mente inconstitucional e inapli-
cable su resolución 288/18 y or-
denó garantizar, dentro de diez 
días hábiles administrativos, la 
continuidad integral de un trata-
miento de fertilización asistida, 
incluyendo el pago de la deuda 
por criopreservación, el traslado 
seguro de los embriones y su pos-
terior transferencia.  

Consideró que una autoriza-
ción que no se traduce en asis-
tencia real equivale a una dene-
gatoria y que la reglamentación 
interna de la obra social no puede 
reducir los estándares estableci-
dos por la ley nacional.  

La afiliada había iniciado en 
2024 un tratamiento de fertiliza-
ción asistida de alta complejidad 
en el Centro de Fertilidad Ameris 
de Bahía Blanca, entonces pres-
tador de Ipross. Allí se obtuvieron 
dos blastocistos que quedaron 
criopreservados. Posteriormente, 
Ameris dejó de integrar la red de 
prestadores y los embriones per-
manecieron en esa institución, 
que exigía cancelar una deuda de 
mantenimiento para permitir 
disponer de ellos. La obra social 
autorizó continuar el procedi-
miento en la Clínica Albor de 
Neuquén, pero no asumió aque-
lla deuda ni garantizó el traslado 
del material biológico.  

La prueba acreditó que la deu-
da por mantenimiento corres-
pondiente al período 2024-2026 
ascendía a $1.913.055,37 y que su 
cancelación era condición para 
disponer de los embriones.  

Para De Vergilio, aunque Ipross 
había autorizado formalmente la 
continuidad del tratamiento, el 
incumplimiento que impedía ac-
ceder a los embriones constituía 
una negativa de hecho a la pres-
tación.  

El magistrado destacó que au-
torizar un nuevo tratamiento sin 
remover los obstáculos que im-
posibilitan concretarlo no satisfa-
ce las obligaciones de cobertura.  

La obra social pretendió ampa-
rarse en la resolución 288/18, que 
contempla la criopreservación 

embrionaria durante un año. El 
juez calificó esa interpretación 
como “inaceptable”, pues la ley 
26862 incluye dentro de la cober-
tura obligatoria los servicios de 
guarda de gametos y tejidos re-
productivos. En consecuencia, la 
criopreservación no constituye 
un servicio accesorio u opcional, 
sino una etapa necesaria y com-
plementaria del tratamiento de 
alta complejidad, alcanzada por 
el principio de integralidad.  

 
Regulación 
También remarcó que una regu-
lación inferior no puede desnatu-
ralizar el derecho a la salud repro-
ductiva reconocido por la norma-
tiva nacional.  

El cambio de prestador fue de-
cidido por Ipross y no por la afi-
liada, por lo que la obra social de-
bía soportar las consecuencias 
económicas y organizativas de 
esa modificación. Por ello, el tras-
lado de los embriones desde Ba-
hía Blanca hasta Neuquén debía 
ser realizado íntegramente a su 
cargo y sin sujetar los pagos a un 
posterior reintegro.  

El magistrado descartó que se 
tratara de una controversia mera-
mente patrimonial: el pago recla-
mado no constituía un fin en sí 
mismo, sino un medio indispen-
sable para acceder a los embrio-
nes y continuar el tratamiento, 
cuya demora podía provocar un 
perjuicio de difícil o imposible re-
paración. Además, advirtió que la 
reglamentación interna limitaba 
a dos los tratamientos de alta 
complejidad, frente al estándar 
mínimo de tres tratamientos 
anuales reconocido por la nor-
mativa nacional.  

Finalmente, declaró inconsti-
tucional e inaplicable la resolu-
ción 288/18 en cuanto limita los 
tratamientos y restringe a un año 
la criopreservación cuando ello 
impide continuar un procedi-
miento iniciado. Condenó a la 
obra social a pagar la deuda nece-
saria para liberar los embriones, 
gestionar y costear directamente 
su traslado hasta la Clínica Albor 
y cubrir la transferencia embrio-
naria, todo en diez días hábiles 
administrativos, bajo apercibi-
miento de sanciones conminato-
rias. Las costas fueron impuestas 
a la demandada vencida. 

Ordenan cubrir traslado de  
embriones y continuar tratamiento 
de fertilización asistida

La responsabilidad de los administradores es 
excepcional y exige acreditar fraude, vaciamiento, 
infracapitalización o utilización de la sociedad  
con fines ajenos a su objeto,  
extremos que no fueron demostrados en el caso

Deficiente registración  
laboral no autoriza a condenar 
directamente a los socios
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